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Declaración Universal  
de los Derechos Humanos 
 
Adoptada y proclamada por la Asamblea General 
en su resolución 217 A (iii), 
de 10 de diciembre de 1948

Preámbulo

Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el 
reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables 
de todos los miembros de la familia humana,

Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos hu-
manos han originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la hu-
manidad, y que se ha proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, el 
advenimiento de un mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la 
miseria, disfruten de la libertad de palabra y de la libertad de creencias,

Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régi-
men de Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso 
de la rebelión contra la tiranía y la opresión,

Considerando también esencial promover el desarrollo de relaciones amistosas 
entre las naciones,

Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la 
Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de 
la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, y se han 
declarado resueltos a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro 
de un concepto más amplio de la libertad,

Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en 
cooperación con la Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y 
efectivo a los derechos y libertades fundamentales del hombre, y

Considerando que una concepción común de estos derechos y libertades es de 
la mayor importancia para el pleno cumplimiento de dicho compromiso,

La Asamblea General
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248 Florentín MeLéndez

Proclama la presente Declaración Universal de Derechos Humanos como ideal 
común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto 
los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, pro-
muevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y liber-
tades, y aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su 
reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los 
Estados Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción.

Artículo 1

Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dota-
dos como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos 
con los otros.

Artículo 2

Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, 
sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de 
cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición.

Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica 
o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, 
tanto si se trata de un país independiente, como de un territorio bajo administra-
ción fiduciaria, no autónomo, o sometido a cualquier otra limitación de soberanía.

Artículo 3

Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su 
persona.

Artículo 4

Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre; la esclavitud y la trata de 
esclavos están prohibidas en todas sus formas.

Artículo 5

Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes.
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249instrumentos internacionales sobre derechos humanos aplicables a la administración de justicia

Artículo 6

Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su per-
sonalidad jurídica.

Artículo 7

Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección 
de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que 
infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación.

Artículo 8

Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales naciona-
les competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamenta-
les reconocidos por la constitución o por la ley.

Artículo 9

Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.

Artículo 10

Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída pú-
blicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la deter-
minación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación 
contra ella en materia penal.

Artículo 11

Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el 
que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.

Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse 
no fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se im-
pondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito.
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250 Florentín MeLéndez

Artículo 12

Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su 
domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda 
persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques.

Artículo 13

Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el 
territorio de un Estado.

Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso el propio, y a re-
gresar a su país.

Artículo 14

En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar 
de él, en cualquier país.

Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente ori-
ginada por delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de 
las Naciones Unidas.

Artículo 15

Toda persona tiene derecho a una nacionalidad.
A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiar 

de nacionalidad.

Artículo 16

Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin res-
tricción alguna, por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar 
una familia, y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el 
matrimonio y en caso de disolución del matrimonio.

Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá con-
traerse el matrimonio.

La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho 
a la protección de la sociedad y del Estado.

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



251instrumentos internacionales sobre derechos humanos aplicables a la administración de justicia

Artículo 17

Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente.
Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.

Artículo 18

Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de 
religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así 
como la libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y colectiva-
mente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y 
la observancia.

Artículo 19

Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este dere-
cho incluye el no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir 
informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por 
cualquier medio de expresión.

Artículo 20

Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas.
Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación.

Artículo 21

Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente 
o por medio de representantes libremente escogidos.

Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las fun-
ciones públicas de su país.

La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta volun-
tad se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódi-
camente, por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento 
equivalente que garantice la libertad del voto.

Artículo 22

Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad so-
cial, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, 
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habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de 
los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al 
libre desarrollo de su personalidad.

Artículo 23

Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condi-
ciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo.

Toda personal tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por tra-
bajo igual.

Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satis-
factoria, que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la dig-
nidad humana y que será completada, en caso necesario, por cualesquiera otros 
medios de protección social.

Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa 
de sus intereses.

Artículo 24

Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una li-
mitación razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas.

Artículo 25

Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así 
como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, 
la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo 
derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y 
otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad.

La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. 
Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a 
igual protección social.

Artículo 26

Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al 
menos en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instruc-
ción elemental será obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá de ser 
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generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función 
de los méritos respectivos.

La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana 
y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fun-
damentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las 
naciones y todos los grupos étnicos o religiosos, y promoverá el desarrollo de las 
actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz.

Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá 
de darse a sus hijos.

Artículo 27

Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de 
la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los 
beneficios que de él resulten.

Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y mate-
riales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o 
artísticas de que sea autora.

Artículo 28

Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional 
en el que los derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan ple-
namente efectivos.

Artículo 29

Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella 
puede desarrollar libre y plenamente su personalidad.

En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona 
estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de 
asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, 
y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar 
general en una sociedad democrática.

Estos derechos y libertades no podrán en ningún caso ser ejercidos en oposi-
ción a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



254 Florentín MeLéndez

Artículo 30

Nada en la presente Declaración podrá interpretarse en el sentido de que con-
fiere derecho alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y 
desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la supresión de cualquiera de 
los derechos y libertades proclamados en esta Declaración.
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Declaración sobre los Principios 
Fundamentales de Justicia para las Víctimas  
de Delitos y del Abuso de Poder 
 
Adoptada por la Asamblea General  
en su resolución 40/34, 
de 29 de noviembre de 1985

A. Las víctimas de delitos

1. Se entenderá por “víctimas” las personas que, individual o colectivamente, 
hayan sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, 
pérdida financiera o menoscabo sustancial de los derechos fundamentales, como 
consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación penal vigente en los 
Estados Miembros, incluida la que proscribe el abuso de poder.

2. Podrá considerarse “víctima” a una persona, con arreglo a la presente Decla-
ración, independientemente de que se identifique, aprehenda, enjuicie o condene 
al perpetrador e independientemente de la relación familiar entre el perpetrador y 
la víctima. En la expresión “víctima” se incluye además, en su caso, a los familiares 
o personas a cargo que tengan relación inmediata con la víctima directa y a las 
personas que hayan sufrido daños al intervenir para asistir a la víctima en peligro 
o para prevenir la victimización.

3. Las disposiciones de la presente Declaración serán aplicables a todas las 
personas sin distinción alguna, ya sea de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, 
nacionalidad, opinión política o de otra índole, creencias o prácticas culturales, 
situación económica, nacimiento o situación familiar, origen étnico o social, o im-
pedimento físico.

Acceso a la justicia y trato justo

4. Las víctimas serán tratadas con compasión y respeto por su dignidad. Ten-
drán derecho al acceso a los mecanismos de la justicia y a una pronta reparación 
del daño que hayan sufrido, según lo dispuesto en la legislación nacional.
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5. Se establecerá y reforzarán, cuando sea necesario, mecanismos judiciales y 
administrativos que permitan a las víctimas obtener reparación mediante procedi-
mientos oficiales u oficiosos que sean expeditos, justos, poco costosos y accesibles. 
Se informará a las víctimas de sus derechos para obtener reparación mediante esos 
mecanismos.

6.	 Se facilitará la adecuación de los procedimientos judiciales y administrati-
vos a las necesidades de las víctimas:

a)	 Informando a las víctimas de su papel y del alcance, el desarrollo cronoló-
gico y la marcha de las actuaciones, así como de la decisión de sus causas, 
especialmente cuando se trate de delitos graves y cuando hayan solicitado 
esa información;

b)	 Permitiendo que las opiniones y preocupaciones de las víctimas sean pre-
sentadas y examinadas en etapas apropiadas de las actuaciones siempre que 
estén en juego sus intereses, sin perjuicio del acusado y de acuerdo con el 
sistema nacional de justicia penal correspondiente;

c)	 Prestando asistencia apropiada a las víctimas durante todo el proceso 
judicial;

d)	 Adoptando medidas para minimizar las molestias causadas a las víctimas, 
proteger su intimidad, en caso necesario, y garantizar su seguridad, así 
como la de sus familiares y la de los testigos en su favor, contra todo acto de 
intimidación y represalia;

e)	 Evitando demoras innecesarias en la resolución de las causas y en la ejecu-
ción de los mandamientos o decretos que concedan indemnizaciones a las 
víctimas.

7.	 Se utilizarán, cuando proceda, mecanismos oficiosos para la solución de 
controversias, incluidos la mediación, el arbitraje y las prácticas de justicia consue-
tudinaria o autóctonas, a fin de facilitar la conciliación y la reparación en favor de 
las víctimas.

Resarcimiento

8.	 Los delincuentes o los terceros responsables de su conducta resarcirán 
equitativamente, cuando proceda, a las víctimas, sus familiares o las personas a 
su cargo. Ese resarcimiento comprenderá la devolución de los bienes o el pago 
por los daños o pérdidas sufridos, el reembolso de los gastos realizados como 
consecuencia de la victimización, la prestación de servicios y la restitución de 
derechos.

9.	 Los gobiernos revisarán sus prácticas, reglamentaciones y leyes de modo 
que se considere el resarcimiento como una sentencia posible en los casos penales, 
además de otras sanciones penales.
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10.	En los casos en que se causen daños considerables al medio ambiente, el 
resarcimiento que se exija comprenderá, en la medida de lo posible, la rehabilita-
ción del medio ambiente, la reconstrucción de la infraestructura, la reposición de 
las instalaciones comunitarias y el reembolso de los gastos de reubicación cuando 
esos daños causen la disgregación de una comunidad.

11.	 Cuando funcionarios públicos u otros agentes que actúen a título oficial o 
cuasioficial hayan violado la legislación penal nacional, las víctimas serán resar-
cidas por el Estado cuyos funcionarios o agentes hayan sido responsables de los 
daños causados. En los casos en que ya no exista el gobierno bajo cuya autoridad 
se produjo la acción u omisión victimizadora, el Estado o gobierno sucesor deberá 
proveer al resarcimiento de las víctimas.

Indemnización

12.	Cuando no sea suficiente la indemnización procedente del delincuente o de 
otras fuentes, los Estados procurarán indemnizar financieramente:

a)	 A las víctimas de delitos que hayan sufrido importantes lesiones corpora-
les o menoscabo de su salud física o mental como consecuencia de delitos 
graves;

b)	 A la familia, en particular a las personas a cargo, de las víctimas que hayan 
muerto o hayan quedado física o mentalmente incapacitadas como conse-
cuencia de la victimización.

13.	Se fomentará el establecimiento, el reforzamiento y la ampliación de fondos 
nacionales para indemnizar a las víctimas. Cuando proceda, también podrán es-
tablecerse otros fondos con ese propósito, incluidos los casos en los que el Estado 
de nacionalidad de la víctima no esté en condiciones de indemnizarla por el daño 
sufrido.

Asistencia

14.	Las víctimas recibirán la asistencia material, médica, psicológica y social 
que sea necesaria, por conducto de los medios gubernamentales, voluntarios, co-
munitarios y autóctonos.

15. Se informará a las víctimas de la disponibilidad de servicios sanitarios y 
sociales y demás asistencia pertinente, y se facilitará su acceso a ellos.

16. Se proporcionará al personal de policía, de justicia, de salud, de servicios 
sociales y demás personal interesado capacitación que lo haga receptivo a las nece-
sidades de las víctimas y directrices que garanticen una ayuda apropiada y rápida.

17. Al proporcionar servicios y asistencia a las víctimas, se prestará atención a 
las que tengan necesidades especiales por la índole de los daños sufridos o debido 
a factores como los mencionados en el párrafo 3 supra.
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B. Las víctimas del abuso de poder

18.	Se entenderá por “víctimas” las personas que, individual o colectivamente, 
hayan sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, 
pérdida financiera o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como 
consecuencia de acciones u omisiones que no lleguen a constituir violaciones del 
derecho penal nacional, pero violen normas internacionalmente reconocidas rela-
tivas a los derechos humanos.

19.	Los Estados considerarán la posibilidad de incorporar a la legislación na-
cional normas que proscriban los abusos de poder y proporcionen remedios a las 
víctimas de esos abusos. En particular, esos remedios incluirán el resarcimiento y 
la indemnización, así como la asistencia y el apoyo materiales, médicos, psicológi-
cos y sociales necesarios.

20.	Los Estados considerarán la posibilidad de negociar tratados internaciona-
les multilaterales relativos a las víctimas, definidas en el párrafo 18.

21.	Los Estados revisarán periódicamente la legislación y la práctica vigentes 
para asegurar su adaptación a las circunstancias cambiantes, promulgarán y apli-
carán, en su caso, leyes por las cuales se prohíban los actos que constituyan graves 
abusos de poder político o económico y se fomenten medidas y mecanismos para 
prevenir esos actos, y establecerán derechos y recursos adecuados para las víctimas 
de tales actos, facilitándoles su ejercicio.
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Declaración sobre la Protección de Todas las 
Personas contra las Desapariciones Forzadas 
 
Aprobada por la Asamblea General en su 
resolución 47/133 de 18 de diciembre 1992

La Asamblea General,
Considerando que, de conformidad con los principios proclamados en la Carta 

de las Naciones Unidas y otros instrumentos internacionales, el reconocimiento 
de la dignidad inherente a todos los miembros de la familia humana y de sus de-
rechos iguales e inalienables es el fundamento de la libertad, la justicia y la paz en 
el mundo,

Teniendo presente la obligación impuesta a los Estados por la Carta, en parti-
cular por el Artículo 55, de promover el respeto universal y efectivo de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales,

Profundamente preocupada por el hecho de que en muchos países, con fre-
cuencia de manera persistente, se produzcan desapariciones forzadas, es decir, que 
se arreste, detenga o traslade contra su voluntad a las personas, o que éstas resul-
ten privadas de su libertad de alguna otra forma por agentes gubernamentales de 
cualquier sector o nivel, por grupos organizados o por particulares que actúan en 
nombre del gobierno o con su apoyo directo o indirecto, su autorización o su asen-
timiento, y que luego se niegan a revelar la suerte o el paradero de esas personas 
o a reconocer que están privadas de la libertad, sustrayéndolas así a la protección 
de la ley,

Considerando que las desapariciones forzadas afectan los valores más profun-
dos de toda sociedad respetuosa de la primacía del derecho, de los derechos hu-
manos y de las libertades fundamentales, y que su práctica sistemática representa 
un crimen de lesa humanidad,

Recordando su resolución 33/173, de 20 de diciembre de 1978, en la cual se de-
claró profundamente preocupada por los informes procedentes de diversas partes 
del mundo en relación con la desaparición forzada o involuntaria de personas y 
conmovida por la angustia y el pesar causados por esas desapariciones, y pidió a 
los gobiernos que garantizaran que las autoridades u organizaciones encargadas de 
hacer cumplir la ley y encargadas de la seguridad tuvieran responsabilidad jurídica 
por los excesos que condujeran a desapariciones forzadas o involuntarias,

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



260 Florentín MeLéndez

Recordando igualmente la protección que otorgan a las víctimas de conflictos 
armados los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y los Protocolos Adi-
cionales de 1977,

Teniendo en cuenta especialmente los artículos pertinentes de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, que garantizan a toda persona el derecho a la vida, el derecho a la li-
bertad y a la seguridad de su persona, el derecho a no ser sometido a torturas y el 
derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica,

Teniendo en cuenta además la Convención contra la Tortura y otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, que dispone que los Estados partes de-
ben tomar medidas eficaces para prevenir y reprimir los actos de tortura,

Teniendo presente el Código de conducta para funcionarios encargados de 
hacer cumplir la ley, los principios fundamentales sobre la utilización de la fuer-
za y de armas de fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, 
la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas 
de delitos y del abuso de poder, y las reglas mínimas para el tratamiento de los 
reclusos,

Afirmando que para impedir las desapariciones forzadas es necesario asegurar 
el estricto respeto del Conjunto de Principios para la protección de todas las perso-
nas sometidas a cualquier forma de detención o prisión, que figuran en el anexo de 
su resolución 43/173, de 9 de diciembre de 1988, así como de los Principios relativos 
a una eficaz prevención e investigación de las ejecuciones extrajudiciales, arbitra-
rias o sumarias, formulados por el Consejo Económico y Social en el anexo de su 
resolución 1989/65, de 24 de mayo de 1989, y aprobados por la Asamblea General 
en su resolución 44/162, de 15 de diciembre de 1989,

Teniendo presente que, si bien los actos que contribuyen a las desapariciones 
forzadas constituyen una violación de las prohibiciones que figuran en los instru-
mentos internacionales antes mencionados, es con todo importante elaborar un 
instrumento que haga de todos los actos de desaparición forzada delitos de extre-
ma gravedad y establezca normas destinadas a castigarlos y prevenirlos,

1. Proclama la presente Declaración sobre la protección de todas las personas 
contra las desapariciones forzadas como conjunto de principios aplicables por 
todo Estado;

2. Insta a que se haga todo lo posible por dar a conocer y hacer respetar la 
Declaración;

Artículo 1º

Todo acto de desaparición forzada constituye un ultraje a la dignidad humana. 
Es condenado como una negación de los objetivos de la Carta de las Naciones 
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Unidas y como una violación grave manifiesta de los derechos humanos y de las 
libertades fundamentales proclamados en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y reafirmados y desarrollados en otros instrumentos internacionales 
pertinentes.

Todo acto de desaparición forzada sustrae a la víctima de la protección de la ley 
y le causa graves sufrimientos, lo mismo que a su familia. Constituye una violación 
de las normas del derecho internacional que garantizan a todo ser humano, entre 
otras cosas, el derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica, el derecho a 
la libertad y a la seguridad de su persona y el derecho a no ser sometido a torturas 
ni a otras penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Viola, además, el dere-
cho a la vida, o lo pone gravemente en peligro.

Artículo 2º

Ningún Estado cometerá, autorizará ni tolerará las desapariciones forzadas.
Los Estados actuarán a nivel nacional, regional y en cooperación con las Na-

ciones Unidas para contribuir por todos los medios a prevenir y a eliminar las 
desapariciones forzadas.

Artículo 3º

Los Estados tomarán medidas legislativas, administrativas, judiciales y otras 
medidas eficaces para prevenir o erradicar los actos de desapariciones forzadas en 
cualquier territorio sometido a su jurisdicción.

Artículo 4º

Todo acto de desaparición forzada será considerado, de conformidad con el 
derecho penal, delito pasible de penas apropiadas que tengan en cuenta su extrema 
gravedad.

Las legislaciones nacionales podrán establecer circunstancias atenuantes para 
quienes, habiendo participado en actos que constituyan una desaparición forzada, 
contribuyan a la reaparición con vida de la víctima o den voluntariamente infor-
maciones que permitan esclarecer casos de desaparición forzada.

Artículo 5º

Además de las sanciones penales aplicables, las desapariciones forzadas debe-
rán comprometer la responsabilidad civil de sus autores y la responsabilidad civil 
del Estado o de las autoridades del Estado que hayan organizado, consentido o 
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tolerado tales desapariciones, sin perjuicio de la responsabilidad internacional de 
ese Estado conforme a los principios del derecho internacional.

Artículo 6º

Ninguna orden o instrucción de una autoridad pública, sea ésta civil, militar o 
de otra índole, puede ser invocada para justificar una desaparición forzada. Toda 
persona que reciba tal orden o tal instrucción tiene el derecho y el deber de no 
obedecerla.

Los Estados velarán por que se prohíban las órdenes o instrucciones que dis-
pongan, autoricen o alienten las desapariciones forzadas.

En la formación de los agentes encargados de hacer cumplir la ley se debe hacer 
hincapié en las disposiciones de los párrafos 1 y 2 del presente artículo.

Artículo 7º

Ninguna circunstancia, cualquiera que sea, ya se trate de amenaza de guerra, 
estado de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otro estado de excep-
ción, puede ser invocada para justificar las desapariciones forzadas.

Artículo 8º

Ningún Estado expulsará, devolverá o concederá la extradición de una persona 
a otro Estado cuando haya motivos fundados para creer que corre el riesgo de ser 
víctima de una desaparición forzada.

Para determinar si hay tales motivos, las autoridades competentes tendrán en 
cuenta todas las consideraciones pertinentes, incluida, cuando proceda, la exis-
tencia en el Estado interesado de un conjunto de violaciones sistemáticas, graves, 
manifiestas o masivas de los derechos humanos.

Artículo 9º

El derecho a un recurso judicial rápido y eficaz, como medio para determinar el 
paradero de las personas privadas de libertad o su estado de salud o de individua-
lizar a la autoridad que ordenó la privación de libertad o la hizo efectiva, es nece-
sario para prevenir las desapariciones forzadas en toda circunstancia, incluidas las 
contempladas en el artículo 7 supra. 2.

En el marco de ese recurso, las autoridades nacionales competentes tendrán 
acceso a todos los lugares donde se encuentren personas privadas de libertad, así 
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como a todo otro lugar donde haya motivos para creer que se pueden encontrar 
las personas desaparecidas.

También podrá tener acceso a esos lugares cualquier otra autoridad competen-
te facultada por la legislación del Estado o por cualquier otro instrumento jurídico 
internacional del cual el Estado sea parte.

Artículo 10º

Toda persona privada de libertad deberá ser mantenida en lugares de detención 
oficialmente reconocidos y, con arreglo a la legislación nacional, presentada sin 
demora ante una autoridad judicial luego de la aprehensión.

Se deberá proporcionar rápidamente información exacta sobre la detención de 
esas personas y el lugar o los lugares donde se cumple, incluidos los lugares trans-
ferencia, a los miembros de su familia, su abogado o cualquier otra persona que 
tenga interés legítimo en conocer esa información, salvo voluntad en contrario 
manifestada por las personas privadas de libertad.

En todo lugar de detención deberá haber un registro oficial actualizado de to-
das las personas privadas de libertad. Además, los Estados tomarán medidas para 
tener registros centralizados análogos. La información que figure en esos registros 
estará a disposición de las personas mencionadas en el párrafo precedente y de 
toda autoridad judicial u otra autoridad nacional competente e independiente y de 
cualquier otra autoridad competente facultada por la legislación nacional, o por 
cualquier instrumento jurídico internacional del que el Estado sea parte, que desee 
conocer el lugar donde se encuentra una persona detenida.

Artículo 11º

La puesta en libertad de toda persona privada de libertad deberá cumplirse 
con arreglo a modalidades que permitan verificar con certeza que ha sido efectiva-
mente puesta en libertad y, además, que lo ha sido en condiciones tales que estén 
aseguradas su integridad física y su facultad de ejercer plenamente sus derechos.

Artículo 12º

Los Estados establecerán en su legislación nacional normas que permitan de-
signar a los agentes del gobierno habilitados para ordenar privaciones de libertad, 
fijen las condiciones en las cuales tales órdenes pueden ser dadas, y prevean las 
penas de que se harán pasibles los agentes del gobierno que se nieguen sin funda-
mento legal a proporcionar información sobre una privación de libertad.
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Los Estados velarán igualmente por que se establezca un control estricto, que 
comprenda en particular una determinación precisa de las responsabilidades jerár-
quicas, sobre todos los responsables de aprehensiones, arrestos, detenciones, pri-
siones preventivas, traslados y encarcelamientos, así como sobre los demás agentes 
del gobierno habilitados por la ley a recurrir a la fuerza y utilizar armas de fuego.

Artículo 13º

Los Estados asegurarán a toda persona que disponga de la información o tenga 
un interés legítimo y sostenga que una persona ha sido objeto de desaparición 
forzada el derecho a denunciar los hechos ante una autoridad estatal competente e 
independiente, la cual procederá de inmediato a hacer una investigación exhaus-
tiva e imparcial. Toda vez que existan motivos para creer que una persona ha sido 
objeto de desaparición forzada, el Estado remitirá sin demora el asunto a dicha 
autoridad para que inicie una investigación, aun cuando no se haya presentado 
ninguna denuncia formal. Esa investigación no podrá ser limitada u obstaculizada 
de manera alguna.

Los Estados velarán por que la autoridad competente disponga de las facultades 
y los recursos necesarios para llevar a cabo la investigación, incluidas las facultades 
necesarias para exigir la comparecencia de testigos y la presentación de pruebas 
pertinentes, así como para proceder sin demora a visitar lugares.

Se tomarán disposiciones para que todos los que participen en la investigación, 
incluidos el denunciante, el abogado, los testigos y los que realizan la investigación, 
estén protegidos de todo maltrato y todo acto de intimidación o represalia.

Los resultados de la investigación se comunicarán a todas las personas interesa-
das, a su solicitud, a menos que con ello se obstaculice la instrucción de una causa 
penal en curso.

Se tomarán disposiciones para garantizar que todo maltrato, todo acto de in-
timidación o de represalia, así como toda forma de injerencias, en ocasión de la 
presentación de una denuncia o durante el procedimiento de investigación, sean 
castigados como corresponda.

Deberá poderse hacer una investigación, con arreglo a las modalidades des-
critas en los párrafos que anteceden, mientras no se haya aclarado la suerte de la 
víctima de una desaparición forzada.

Artículo 14º

Los presuntos autores de actos de desaparición forzada en un Estado, cuando 
las conclusiones de una investigación oficial lo justifiquen y a menos que hayan 
sido extraditados a otro Estado que ejerce su jurisdicción de conformidad con 
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los convenios internacionales vigentes en la materia, deberán ser entregados a las 
autoridades civiles competentes del primer Estado a fin de ser procesados y juzga-
dos. Los Estados deberán tomar las medidas jurídicas apropiadas que tengan a su 
disposición a fin de que todo presunto autor de un acto de desaparición forzada, 
que se encuentre bajo su jurisdicción o bajo su control, sea sometido a juicio.

Artículo 15º

El hecho de que haya razones de peso para creer que una persona ha partici-
pado en actos de naturaleza extremadamente grave como los mencionados en el 
párrafo 1 del artículo 4 supra, cualesquiera que sean los motivos, deberá ser tenido 
en cuenta por las autoridades competentes de un Estado al decidir si conceder o 
no asilo.

Artículo 16º

Los presuntos autores de cualquiera de los actos previstos en el párrafo 1 del 
artículo 4 supra, serán suspendidos de toda función oficial durante la investigación 
mencionada en el artículo 13 supra.

Esas personas sólo podrán ser juzgadas por las jurisdicciones de derecho co-
mún competentes, en cada Estado, con exclusión de toda otra jurisdicción espe-
cial, en particular la militar.

No se admitirán privilegios, inmunidades ni dispensas especiales en tales pro-
cesos, sin perjuicio de las disposiciones que figuran en la Convención de Viena 
sobre Relaciones Diplomáticas.

Se garantizará a los presuntos autores de tales actos un trato equitativo confor-
me a las disposiciones pertinentes de la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos y de otros instrumentos internacionales vigentes en la materia en todas las 
etapas de la investigación, así como en el proceso y en la sentencia de que pudieran 
ser objeto.

Artículo 17º

Todo acto de desaparición forzada será considerado delito permanente mien-
tras sus autores continúen ocultando la suerte y el paradero de la persona desapa-
recida y mientras no se hayan esclarecido los hechos.

Cuando los recursos previstos en el artículo 2 del Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos ya no sean eficaces, se suspenderá la prescripción relativa a 
los actos de desaparición forzada hasta que se restablezcan esos recursos.
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De haber prescripción, la relativa a actos de desaparición forzada ha de ser de 
plazo largo y proporcionado a la extrema gravedad del delito.

Artículo 18º

Los autores o presuntos autores de actos previstos en el párrafo 1 del artículo 
4 supra, no se beneficiarán de ninguna ley de amnistía especial u otras medidas 
análogas que tengan por efecto exonerarlos de cualquier procedimiento o sanción 
penal.

En el ejercicio del derecho de gracia deberá tenerse en cuenta la extrema grave-
dad de los actos de desaparición forzada.

Artículo 19º

Las víctimas de actos de desaparición forzada y sus familiares deberán obtener 
reparación y tendrán derecho a ser indemnizadas de una manera adecuada y a 
disponer de los medios que les aseguren una readaptación tan completa como sea 
posible. En caso de fallecimiento de la víctima a consecuencia de su desaparición 
forzada, su familia tendrá igualmente derecho a indemnización.

Artículo 20º

Los Estados prevendrán y reprimirán la apropiación de hijos de padres de víc-
timas de una desaparición forzada o de niños nacidos durante el cautiverio de sus 
madres víctimas de la desaparición forzada y se esforzarán por buscar e identificar 
a esos niños para restituirlos a su familia de origen.

Habida cuenta de la necesidad de preservar el interés superior de los niños 
mencionados en el párrafo precedente, deberá ser posible, en los Estados que re-
conocen el sistema de adopción, proceder al examen de la adopción de esos niños 
y, en particular, declarar la nulidad de toda adopción que tenga origen en una 
desaparición forzada. No obstante, tal adopción podrá mantener sus efectos si los 
parientes más próximos del niño dieran su consentimiento al examinarse la vali-
dez de dicha adopción.

La apropiación de niños de padres víctimas de desaparición forzada o de niños 
nacidos durante el cautiverio de una madre víctima de una desaparición forzada, 
así como la falsificación o supresión de documentos que atestigüen su verdadera 
identidad, constituyen delitos de naturaleza sumamente grave que deberán ser cas-
tigados como tales.

Par tal fin, los Estados concluirán, según proceda, acuerdos bilaterales o 
multilaterales.
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Artículo 21º

Las disposiciones de la presente Declaración son sin perjuicio de las disposicio-
nes enunciadas en la Declaración Universal de Derechos Humanos o en cualquier 
otro instrumento internacional y no deberán interpretarse como una restricción o 
derogación de cualquiera de esas disposiciones.
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